PROYECTO DE LEY

EL HONORABLE SENADO Y LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE:

LEY:
Artículo 1°: La presente ley y las disposiciones reglamentarias que al efecto se dicten, regularán la actividad de los Establecimientos Residenciales y otros servicios de atención gerontológica, con o sin fines de lucro, incluyendo a los denominados “Geriátricos”, que brinden prestaciones en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires en los términos del Artículo 36° inciso 6 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires. 

Artículo 2°: Se encuadran en la presente ley los Establecimientos Residenciales y otros, que brinden servicios de atención gerontológica que tengan como fin exclusivo ofrecer alojamiento, alimentación, higiene, recreación activa o pasiva, atención médica y psicológica no sanatorial a personas mayores de sesenta (60) años, en forma permanente o transitoria a título oneroso o gratuito.

La edad de ingreso podrá ser inferior a la establecida en el párrafo anterior, siempre que el estado social o psicofísico de la persona lo justifique. La reglamentación establecerá los casos en que tal excepción sea procedente, resguardando la dignidad de las personas.

Artículo 3°: Las personas mayores alojadas en los establecimientos descritos en el Artículo 1° de la presente Ley gozarán de los siguientes derechos:

a) A la comunicación e información permanente.

b) A la intimidad y no divulgación de los datos personales.

c) A considerar el establecimiento en que se encuentren alojados como domicilio propio.

d) A la continuidad en las prestaciones del servicio en las condiciones pre-establecidas.

e) A la tutela por parte de los entes públicos cuando sea necesario.

f) A no ser discriminados.

g)  A ser escuchados en la presentación de quejas y reclamos ante los titulares de los Establecimientos y ante las autoridades públicas.

h) A mantener vínculos afectivos, familiares y sociales.

i) A entrar y salir libremente, respetando las normas de convivencia del establecimiento.

Artículo 4°:  Los titulares responsables de los Establecimientos descritos en el Artículo 1° de la presente Ley tienen las siguientes obligaciones: 

a) Proveer a la atención de los residentes con especial consideración de su estado de salud.

b) Requerir el inmediato auxilio profesional cuando las necesidades de atención de los residentes excedan la capacidad de tratamiento del responsable médico.

c) Poner en conocimiento del respectivo familiar y/o de la autoridad judicial competente, los hechos que lleven a inferir incapacidad mental del residente a los efectos de proveer a su tutela.

d) Establecer las pautas de prestación de servicios y de convivencia, que deberán ser comunicadas al interesado y/o a su familia al tiempo del ingreso.

e) Promover las actividades que impidan el aislamiento de  los residentes y propicien su inclusión familiar y social.

f) Controlar de manera permanente los aspectos clínicos, psicológicos y sociales de enfermería y nutrición.

g) Mantener en estado de funcionamiento las instalaciones, conservación del edifico y equipamiento

h) Respetar la calidad de los medicamentos de acuerdo a recetas archivadas en legajo.

i) Llevar un legajo personal por residente, donde se adjunte el correspondiente certificado de salud pública al momento de su incorporación y registre todo el seguimiento del residente, control de atención, consultas médicas, medicamentos que consuma y toda la información que permita un control más acabado de la relación establecimiento-residente.

Artículo 5°: Los residentes en los Establecimientos mencionados en el Artículo 1° de la presente Ley no podrán quedar librados en ningún momento a su 

auto-cuidado, debe haber en forma continua y permanente profesionales especializados en su cuidado y asistencia.

Artículo 6°: Los Establecimientos contemplados en la presente Ley deberán llevar un libro sellado y rubricado por la Autoridad de Aplicación en el que deberá registrarse el ingreso, egreso transitorio o definitivo y baja por deceso, de cada uno de los residentes. Deberán  consignar los datos personales del residente y del familiar responsable. Registrado el ingreso, el titular del establecimiento entregará al residente y al familiar responsable, documentación en que se expliciten los datos de dicho establecimiento, condiciones de habilitación, prestaciones a brindar, nómina de profesionales y pautas de convivencia. 

Artículo 7°: Créase el “Registro Único y Obligatorio de Establecimientos Residenciales para Personas Mayores” de la Provincia de Buenos Aires, en el ámbito de la autoridad de aplicación de la presente Ley.

En este Registro deben inscribirse todos los establecimientos residenciales para personas mayores que brinden prestaciones en la Provincia de Buenos Aires. Previamente a la inscripción, los establecimientos en cuestión deberán contar con las habilitaciones correspondientes. En el Registro debe asentarse el domicilio del establecimiento, nombre o Razón Social, autoridades, clasificación, cantidad de camas habilitadas, listado de profesionales en labores y listado de sanciones, si las hubiere tenido. A este efecto, los Establecimientos afectados por la presente Ley, deberán informar inmediatamente de los cambios habidos a fin de mantener el Registro actualizado de forma permanente.

La información contenida en el Registro es de acceso público y gratuito. El mecanismo de consulta debe ser establecido por la reglamentación.

Artículo 8°:  De acuerdo al grado de capacidad de los residentes, los Establecimientos mencionados en el Artículo 1° de la presente Ley, se categorizarán como de Residentes  Autodependientes, Semidependientes o Dependientes, conforme a la posibilidad que los mismos satisfagan o no por si mismos actividades básicas tales como las inherentes a higiene personal, alimentación y vestido.

Artículo 9°: La reglamentación establecerá los requisitos particulares a cumplimentar por cada categoría de Establecimiento, en función de la preservación de la salud de los ancianos.

Artículo 10°:  Los Establecimientos encuadrados en la presente Ley deberán contar con Médico especializado en Gerontología y un Médico especializado en Psiquiatría.

Artículo 11: La habilitación sanitaria de los establecimientos mencionados en el Artículo 1° de la presente Ley se regirá  de acuerdo a lo establecido por  la Ley Provincial 7.314, según texto ordenado.

Artículo 12: Los Establecimientos contemplados por la presente Ley deberán ser inspeccionados en un mínimo de cuatro (4) veces anuales por la Autoridad de Aplicación quien fiscalizara el cumplimiento de lo establecido por la presente.

De constatarse incumplimientos se labrará un acta y se procederá, según una gradación de penalidades que abarcarán desde el apercibimiento, la suspención de la habilitación,  hasta cese de actividad y exclusión transitoria o definitiva del Registro al que alude el Artículo 7° de la presente y pago  de multa por el valor que fije la reglamentación.

Las infracciones se calificarán atendiendo a los criterios de violación de los derechos de las personas, de riesgo para la salud, grado de intencionalidad. Gravedad de la alteración social producida y reincidencia.

Artículo 13:  El Organismo de Aplicación de la presente Ley será determinado por el Poder Ejecutivo 

Artículo 14°: Los establecimientos descritos en el Artículo 1° de la presente Ley, que se encuentren funcionando al momento de la sanción de la de ésta, tendrán un plazo de doce (12) meses, a partir de su publicación, para dar cumplimiento de sus disposiciones.

Artículo 15°: La presente Ley deberá ser reglamentada en un plazo de noventa (90) días, a partir de su promulgación.

Artículo 16°: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

FUNDAMENTOS

En la segunda mitad del siglo XX se ha extendido en 20 años la esperanza de vida media de las personas. Dicha prolongación se ha producido con demasiada rapidez, y este ritmo vertiginoso es el que ha impedido que lo integremos como un todo en nuestro concepto de vida. Lo dicho queda de manifiesto en la situación de la gerontología, ciencia aún muy joven que muestra que una mayor esperanza de vida es acompañada con una escasa preparación de la sociedad para dimensionar el fenómeno.

 Se ha previsto que el grupo de población de sesenta (60) años y más se multiplicará por 3,3 entre 1950 y el 2025 en las regiones desarrolladas, en tanto que en las regiones menos desarrolladas esa multiplicación sería de un 6,8; estos guarismos confirmarían que en aproximadamente veinte (20) años el 15% de la población mundial  tendrá más de sesenta años. Este es un fenómeno inédito en la historia de la humanidad. Según la CELADE para la Región de América Latina y el Caribe, las personas de más de sesenta (60) años de edad sumaran aproximadamente 93.000.000 para el 2025.

La exposición de estos mínimos datos deben ser la punta de lanza para el inicio de una profunda reflexión acerca de la plena incorporación de este segmento poblacional al pleno goce de los servicios y derechos sociales amparados por nuestra Constitución Provincial, teniendo en cuenta que el acceso a  muchos de estos servicios y derechos es cualitativamente deficiente. Esta reflexión sobre los derechos de la ancianidad debe enmarcarse en la concepción que indica que desde que se nace hasta que se muere, el hombre forma parte de la sociedad y ésta no tiene ningún motivo  para abandonarlo a su suerte en la vejez, ya que al fin y al cabo, la vejez no es más que una parte más de la vida.

La representación social que se tiene de la etapa de la ancianidad está condicionada por una serie de mitos y prejuicios que influyen permanentemente en las políticas para la ancianidad. La globalización trajo aparejados  cambios de gran magnitud en las esferas culturales, económicas y sociales, cambios que provocaron una gran dislocación de las estructuras tradicionales. Entre ellos pueden mencionarse la evolución del concepto de familia, el aumento del número de divorcios, la incorporación mucho mayor de la mujer al mundo del trabajo fuera del hogar. Todos estos factores contribuyen al aislamiento y soledad de los ancianos, que en épocas pasadas gozaron de otro status, ya que la vejez era venerada por ser fuente de sabiduría.

Hoy nuestro mundo vive una etapa en que uno de los valores dominantes es la juventud como bien en sí mismo, dejando a la ancianidad en un estado mayor de indefensión. Muchas de estas personas mayores, producto de las nuevas exigencias que impone la posmodernidad, deben vivir fuera de sus hogares, debido a que en su seno no hay quien pueda cuidarlos, ahora bien, muchos de estos establecimientos a los que confiamos la preservación de la vida de nuestros mayores no cumplen con los requisitos mínimos para brindar servicios adecuados. Esto es así porque se rigen con normas que, a la luz de los cambios y las nuevas necesidades, resultan obsoletas. El presente proyecto de ley tiene por objeto hacer frente a una realidad acuciante y urgente que sume a nuestros mayores en un estado de pobreza e indefensión que se agudiza cuando se encuentran alojados en establecimientos especializados que lamentablemente no son controlados en forma eficiente a falta de una ley específica. Dicha situación no ha dejado de traer  lamentables consecuencias, cuyo saldo siempre es la muerte por negligencia y desidia, junto a una deficiente calidad de vida. El espíritu de este proyecto es precisamente un intento por cambiar los derroteros de la ancianidad, brindándoles un marco legal que los dignifique y los ubique como personas de deseo y posibilidades.

